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TELETRABAJO Entendido como “una forma de organización laboral, que consiste en el desempeño de actividades remuneradas  o prestación de servicios a terceros utilizando como soporte las tecnologías de la información y la comunicación –TIC para el contacto entre el trabajador y la empresa, sin requerirse la presencia física del trabajo en un sitito específico de trabajo”, el teletrabajo se presenta como un modelo alternativo, especialmente para la población vulnerable “(Personas en situación de discapacidad, población en situación de desplazamiento forzado, población en situación de aislamiento geográfico, mujeres cabeza de hogar, población en reclusión, personas con amenaza de su vida)” –inciso 2º de artículo 2º y parágrafo 1º del artículo 3º de la Ley 1221 de 2008”

Dispone también la referida normatividad, que en el caso de que el empleador y el empleado acuerden que éste último teletrabajará, el primero “deberá proveer y garantizar el mantenimiento de los equipos de los teletrabajadores, conexiones, programas, valor de la energía, desplazamientos ordenados por él, necesarios para desempeñar sus funciones” –numeral 7º del artículo 6º ibídem.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, nueve de octubre dos mil quince
Acta N° 0         de 9 de octubre de 2015
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación presentado por la señora BLANCA NEIRE ARANGO CANO contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el 25 de agosto de 2015, dentro de la acción de tutela que inició en contra de la CONTRALORÍA GENERAL DE LA NACIÓN –SECCIONAL RISARALDA-.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa la señora Arango Cano que labora al servicio de la Contraloría General de Risaralda desde el año 2004, desempeñándose en la actualidad como Jefe de Oficina de Área Administrativa y Financiera; que desde el mes de noviembre de 2011, fue diagnosticada con “Dolor crónico, Fibromialgia, Poliartralgias Crónicas, Servicalgia y Depresión mayor recurrente, Fatiga Crónica y Ansiedad”, patologías para las cuales recibe tratamiento a través de su EPS Servicio Occidental de Salud, siendo remitida a la Clínica del Dolor en la ciudad de Cali y a la Clínica Comfandi, en donde es atendida por diversos especialistas; también recibe atención en la ciudad de Pereira.

Refiere que fue dictaminada por la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda con una pérdida de capacidad laboral del 38.61%, por lo que luego de una larga incapacidad debió reintegrase al su sitio de trabajo, con algunas restricciones laborales establecidas por medicina laboral, razón por la cual la Contraloría General del Risaralda profirió al Resolución No 023 de enero de 2014, por medio de la cual fue aprobado el teletrabajo en su caso, permitiéndole laborar de manera presencial una jornada y la otra de forma virtual y telefónica.
Afirma que desde que se reintegró a laborar, su empleador le ha concedido solo algunos permisos de los solicitados para atender los controles y valoraciones en la ciudad de Cali, razón por la cual remitió comunicación al Contralor General de Risaralda y al Secretario General de esa entidad, con el fin de que le fueran informadas las razones por las cuales no le son concedidos los permisos para asistir a sus citas médicas, sin obtener respuesta alguna.

Sostiene que para el mes de agosto de 2015, tiene programadas citas para los días 21 y 25, ésta última donde le será practicada “LISIS o RESECCIÓN DE  ADHERENCIAS EXTRADURALES EN MEDULA ESPINAL Y RAICES DE NERVIO Y LESIÓN POR RADIOFRECUENCIA EN RAMOS POSTERIOMEDIALES SIMPATICA O SACROL”, procedimientos que requiere para mejor su condición médica, pero no tiene más días compensatorios, por lo que en el evento de que no le aprueben el permiso, deberá abandonar su puesto de trabajo, pues de interrumpir su tratamiento puede estar en riego su salud, dado que es debido a la continuidad del mismo que ha podido retornar a laborar, cumpliendo con la carga asignada.

Afirma que las personas que solicitan permiso a la entidad accionada, le es concedido en virtud de lo dispuesto en el artículo 74 del Decreto 1950 de 1973, sin ningún condicionamiento, mientras que en su caso, a pesar de ser conocedores de su condición de salud, debe aportar todos los soportes y evidencia de la asistencia a las citas, pues no basta con la orden médica.
Finaliza indicando que la actuación de la Contraloría General de Risaralda, vulnera sus derechos fundamentales a la salud y a una vida digna, por lo que solicita su protección y como consecuencia, que se ordene a la entidad concederle los permisos para asistir a las citas médicas a la ciudad de Cali hasta que termine su proceso de rehabilitación, así como garantizar el cumplimiento de las restricciones laborales determinadas por los médicos tratantes. 

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción le correspondió por reparto al Juzgado Tercero Laboral del Circuito, despacho que la admitió y dispuso el traslado a la entidad accionada por el término de (2) días para que se vincularan a la litis.
La Contraloría General de Risaralda, se vinculó a la litis aceptando los hechos relacionados con la condición médica y laboral de la actora, pero negó las afirmaciones de la tutelante atinentes a la omisión de esa entidad de otorgarle los permisos para atender sus citas médicas y prueba de ello, es la expedición de las Resoluciones Nos 043, 067, 120 y 150 de este año, las cuales aportó con la presente respuesta. Adicionalmente, afirma haber realizado acciones afirmativas en su favor, como es la autorización por ejecutar el teletrabajo, la cual no ha sido revocada y le ha permitido cumplir con sus funciones, decisión que no ofreció reproche de parte de la beneficiaria.

Afirma que no hay evidencia en el plenario que la funcionaria haya perdido las citas médicas que le fueron programadas, como tampoco que le haya sido descontada suma alguna por ausencias en su sitio de labores, ni existe instrucción tendiente a negarle permisos a la señora Arango Cano, pues le entidad siempre ha estado y está dispuesta a resolver sus solicitudes de permiso para atender el programa de salud que le sea prescrito de manera afirmativa, para lo cual sólo ha requerido la autorización de los servicios por parte de la EPS a la cual se encuentra afiliada. 

Por lo expuesto, considera que no ha vulnerado derecho alguno de la tutelante, de quien decidió hacer uso del teletrabajo o no, opción que no le ha sido cuestionada o reprimida pues, en su calidad de directiva cuenta con la disponibilidad de su propio tiempo sin que exista observación alguna por parte del Contralor Departamental o el Jefe de Talento Humano.

Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado declaró el hecho superado, al advertir que la Contraloría General de la Nación ha concedido los permisos que la actora ha requerido para atender su tratamiento médico, al paso que ha realizado las actuaciones necesarias para implementar a su favor el teletrabajo, en atención a su condición médica, por lo que un pronunciamiento del juez de tutela resulta improcedente, en virtud a la carencia actual del objeto.

Inconforme con lo decidido, la señora Blanca Neire Arango Cano impugnó la decisión insistiendo en el hecho de que la entidad accionada no le ha concedido los permisos que ha solicitado para atender el tratamiento médico que sus múltiples patologías requiere, sin que la expedición del acto administrativo que le otorgó licencia remunerada para los días 21 y 25 de agosto, permitan considerar el hecho como superado, pues no hay garantía de que no le vuelvan a negar el derecho reclamado.  

Refiere que la funcionaria de primer grado omitió resolver la pretensión segunda de la acción, relacionado con la orden a la Contraloría General de Risaralda de garantizar el cumplimiento de las restricciones laborales determinadas por los médicos tratantes, pronunciamiento que estima necesario en la medida en que no ha sido efectivo el acto administrativo que le permite teletrabajar, dado que no le han brindado los mecanismos para ello, como equipos de cómputo, adecuación del puesto de trabajo, licencias de acceso remoto, internet, teléfono, luz entre otras, para que haga tangible su posibilidad de laborar desde su lugar de residencia.

Aporta nuevas pruebas al plenario, con las que pretende demostrar que a pesar de solicitar con anticipación los permisos que requiere no siempre le han sido concedidos, así como también evidencia de que ha manifestado su imposibilidad física de permanecer durante toda la jornada laboral, debido a la falta de medicamento.

El día 15 de septiembre de 2015, aportó comunicación en la que informa que nuevamente su empleador no le otorgó permiso para el 11 de septiembre de 2015, con el fin de atender cita en la Clínica del Dolor, debiendo desplazarse sin autorización. 
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

¿Se vulnera el derecho a la salud y a la seguridad social cuando no se autoriza oportunamente al trabajador para asistir a citas médicas?
¿Debe el empleador procurar los medios y herramientas necesarios para que el trabajador haga uso del teletrabajo?

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Innecesario resulta discutir y argumentar frente al derecho a la salud, cuando la Alta Magistratura Constitucional se ha encargado de catalogar el mismo como fundamental y por tanto, autónomo y susceptible de protección, sin que sea necesaria conexidad con algún otro beneficio de rango mayor
. 

Ahora si bien no ha sido nutrida la jurisprudencia constitucional frente al tema relacionado con los permisos que debe otorgar el empleador para que sus trabajadores atienda citas médicas, de vieja data se conoce el pronunciamiento del órgano de cierre de la especialidad, en la sentencia T-203 de 2000, donde indicó: 
“Argüir, como lo hace el ad-quem, que si bien es injusta e ilegal la negativa de la empresa demandada, de otorgarle a la actora permisos remunerados para atender las citas médicas que requiere su estado de salud, ese es un asunto que escapa al juez constitucional, por cuanto configura justa causa para que el trabajador dé por terminado unilateralmente el contrato laboral, es, además de ingenuo, contradictorio con los objetivos esenciales de nuestro ordenamiento superior.

(…)
La situación actual de la accionante es denigrante y atenta contra su derecho fundamental al trabajo en condiciones dignas y justas, en cuanto le exige laborar 24 horas al día, negándosele el descanso a que tiene derecho y en consecuencia conculcando también sus derechos a la recreación y a la salud, pues ni siquiera se le permite acudir a las citas médicas que requiere su actual estado, actitud de la empresa demandada que vulnera también el derecho que ella tiene la seguridad social, el cual no se realiza con la sola afiliación al seguro social si paralelamente no se le permite actora hacer uso del servicio.”
3.  DEL TELETRABAJO

Entendido como “una forma de organización laboral, que consiste en el desempeño de actividades remuneradas  o prestación de servicios a terceros utilizando como soporte las tecnologías de la información y la comunicación –TIC para el contacto entre el trabajador y la empresa, sin requerirse la presencia física del trabajo en un sitito específico de trabajo”, el teletrabajo se presenta como un modelo alternativo, especialmente para la población vulnerable “(Personas en situación de discapacidad, población en situación de desplazamiento forzado, población en situación de aislamiento geográfico, mujeres cabeza de hogar, población en reclusión, personas con amenaza de su vida)” –inciso 2º de artículo 2º y parágrafo 1º del artículo 3º de la Ley 1221 de 2008”
Dispone también la referida normatividad, que en el caso de que el empleador y el empleado acuerden que éste último teletrabajará, el primero “deberá proveer y garantizar el mantenimiento de los equipos de los teletrabajadores, conexiones, programas, valor de la energía, desplazamientos ordenados por él, necesarios para desempeñar sus funciones” –numeral 7º del artículo 6º ibídem.

4.   CASO CONCRETO

No es tema objeto de discusión la condición de sujeto de especial protección de la señora Blanca Neire Arango Cano, pues la pérdida de capacidad laboral dictaminada por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, en un 38.61%, -fl 4- la ubican en condición de debilidad manifiesta, situación que aunada a la procedibilidad de la acción de tutela para amparar derechos fundamentales como la salud y la seguridad social a personas discapacitadas, legitiman la intervención del juez de tutela para definir la controversia puesta a su conocimiento.

Lo primero que debe indicarse entonces es que la tutelante se duele de que su empleador, la Contraloría General de Risaralda, no se pronuncie en relación con las solicitudes de permiso elevado con el fin de atender el tratamiento médico que sus diversas patologías –Dolor Crónico, Fibromialgía, Poliartralgías Crónica, Servicalgía, Depresión mayor recurrente, fatiga crónica y ansiedad- requiere, el cual le es procurado en la ciudad de Cali, situación que la ha llevado a ausentase sin consentimiento de su superior, en orden a atender las citas médicas programadas, control que requiere con carácter vital, con el fin de alcanzar la rehabilitación plena, o por lo menos, para mantener controlada su condición médica.

A folios 44 a 47 y 84 a 89 se observan las solicitudes elevadas por la tutelante para que le sean concedidos permisos por los días: 18 de febrero en la tarde, 19, 20, 21, 26 y 27 de febrero en la tarde; 3, 4,  9 y 10 de marzo; 20 y 6 de abril; 19 de mayo;16 de julio en la tarde y 17 de julio y, 5, 21 y 25 de agosto de 2015, frente a los cuales fueron expedidas las Resoluciones Nos: 043 de 2015, en la que se concedían los permisos solicitados en el mes de febrero de 2015; 067 de 2015 que otorgó licencia remunerada para los días 9 de marzo en la tarde y 10 de marzo de 2015; 120 en la que se concede permiso para el día 19 de mayo de 2015, 150 en la que se otorga licencia remunerada para los días 09, 10, y 11 de junio de 2015 y finalmente, la 232 que concedió permiso para los días 21, 24 en la tarde y 25 de agosto de 2015 –fls 60 a 68-.
Como puede observarse, no existe evidencia de pronunciamiento alguno por  parte de la Contraloría General de Risaralda en cuanto a los permisos solicitados  el 3 y 4 de marzo; 20 y 6 de abril; 16 de julio en la tarde y 17 de julio y 5 de agosto de 2015, siendo oportuno indicar que, frente a éste último permiso, la actora optó por solicitar el día compensatorio al cual tenía derecho por haber laborado el día 25 de julio de 2015.  También es preciso advertir que el Acto Administrativo No 150 de 2015, concedió permiso remunerado para los días 09, 10 y 11, pero tal autorización fue pedida por la actora para atender cuestiones personales y no derivadas de su condición médica –fl  82-.
Así las cosas resulta evidente, como lo indica la actora, que aun cuando no existe una negativa de la accionada de aprobar los permisos por ella solicitado, tampoco se observa un pronunciamiento de su parte, situación que la llevó no sólo a ausentarse sin autorización, sino también impetrar la presente acción, en procura de lograr asistir a la citas médicas programadas para los días 21 y 25 de agosto, debiendo trasladarse para el último control desde el 24 de igual mes y año.  El hecho de que la llamada a juicio haya proferido resolución concediendo dicho permiso –fls 68 y vto-, no puede considerase por sí solo un hecho superado, pues, luego del análisis probatorio se pudo establecer que no siempre la entidad concede las licencias remuneradas solicitadas por la trabajadora, además, basta revisar la comunicación aportada en esta instancia por parte de la señora Arango Cano con la que remitió copia de la solicitud que elevó ante el Contralor General del Risaralda, con el fin de que le fuera autorizado permiso para el día 11 de septiembre de 2015, frente al cual, no obtuvo respuesta.  
Adicional a lo anterior y en relación con la solicitud relacionada a que se ordenará a la Contraloría General de la Nación garantizar el cumplimiento de las restricciones laborales de los médicos tratantes, se tiene que en efecto, a pesar de existir una Resolución que autoriza el teletrabajo en su caso, -en ello están de acuerdo las partes-, lo cierto es que no se observa que la Contraloría General de Risaralda haya procurado las garantías previstas en el numeral 7º  del artículo 6º de la Ley 1221 de 2008, para permitirle a la trabajadora laborar desde su lugar de residencia, situación que, conforme lo acreditan los documentos obrantes a folios 92 y 95 del expediente, se ha prolongado al punto que siempre ha trabajado, de manera presencial en su sitio de trabajo y al interior de la entidad accionada.
Así las cosas, encontrándose el tema anterior por definir, no podía la funcionaria de primer grado declarar el hecho superado por carencia actual del objeto, razón por la cual, se revocará la decisión de primer grado y en su lugar se tutelarán los derechos a la salud y a la seguridad social de los cuales es titular la señora Blanca Neire Arango Cano.

En consecuencia, se ordenará al señor Contralor General de Risaralda, doctor Humberto Lotero Arenas, que en lo sucesivo, luego de que la demandante acredite que el motivo de su solicitud de permiso remunerado obedece a la programación de una cita médica, proceda a expedir inmediatamente la resolución que otorgue el mismo, incluido el tiempo que requiera para su desplazamiento a otra ciudad, en orden a que ésta pueda acudir a la valoración médica que corresponda.  
Así mismo, se dispondrá que en el término de quince (15) días, contados a partir de la notificación de esta providencia,  proceda a realizar todas las gestiones necesarias y que se encuentran establecidas por la Ley 1221 de 2008, con el fin de que la señora Arango Cano, pueda llevar a la práctica el teletrabajo, aprobado por el ente de control.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, el día 25 de agosto de 2015.

SEGUNDO: AMPARAR los derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social, de los cuales es titula la señora BLANCA NEIRE ARANGO CANO.
TERCERO: ORDENAR al señor Contralor General de Risaralda, doctor Humberto Lotero Arenas, que en lo sucesivo, luego de que la demandante acredite que el motivo de su solicitud de permiso remunerado obedece a la programación de una cita médica, proceda a expedir inmediatamente la resolución que otorgue el mismo, incluido el tiempo que requiera para su desplazamiento a otra ciudad, en orden a que ésta pueda acudir a la valoración médica que corresponda.
Así mismo, se DISPONE que en el término de quince (15) días, contados a partir de la notificación de esta providencia, proceda a realizar todas las gestiones necesarias y que se encuentran establecidas por la Ley 1221 de 2008, con el fin de que la señora Arango Cano, pueda llevar a la práctica el teletrabajo, aprobado por el ente de control.

CUARTO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes por el medio más expedito.
QUINTO: REMITIR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES   ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 

                                                                                              Magistrada
EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA

Secretaria
� Ver Sentencia T-650 de 2009
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